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Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece el señor Miguel A. Díaz Irizarry (Sr. Díaz Irizarry, 

recurrente) mediante un recurso de revisión judicial en el que solicita que 

revoquemos una resolución emitida por el Coordinador Regional del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación el 27 de mayo de 2016. 

Mediante la referida resolución, el Coordinador denegó una Solicitud de 

Remedio Administrativo presentada por el Sr. Díaz Irizarry.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la resolución recurrida. 

I 

 El Sr. Díaz Irizarry se encuentra confinado en la Institución Ponce 

Mínima Fase I del Departamento de Corrección y Rehabilitación y 

presentó una Solicitud de Remedio Administrativo, el 11 de febrero de 

2016,  en la cual expuso lo siguiente: 

Que fui trasladado en noviembre [de] 2015 por una querella 
para Ponce Principal, luego la querella1 se me cayó y me 
trajeron de vuelta para fase 1; al llegar, una vez se probó mi 
inocencia, solicite el estatu[s] de los procedimientos que me 
habían cambiado la socio penal Wanda Caraballo, quien era 
la que me estaba haciendo los trámites del pase, y me 
habían [asignado a] Neysha Figueroa como mi nueva socio 
penal. Cuando le pregunté  a la Sra. Neysha Figueroa por 
cual etapa iba el asunto de los pases me indicó no saber 

                                                 
1
 Se trata de la Querella Número 305-15-0048 por un incidente bajo el Código 227-

Desobedecer una orden directa (Querella) la cual fue archivada, como lo reconoce el Sr. 
Díaz Irizarry y que no es objeto del presente recurso. Véase, Apéndice del recurso, 
Anejo 2. 
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nada de  los pases, ni de gestión alguna al respecto, ni de 
una carta con los datos de mi familia que le entregue a la 
socio penal Wanda Caraballo para que me solicitara un 
traslado conforme al reglamento, para la Florida donde vive 
mi familia. 
 
En síntesis, que no esperaron que la querella fuera firme y 
final y suspendieron todo lo que como parte de mi plan 
institucional se hacía, por lo cual solicito un remedio. 
 
El 8 de abril de 2016, la Evaluadora María Cruz Martínez suscribió 

Respuesta al Miembro de la Población Correccional en la cual incluyó la 

respuesta suscrita el 31 de marzo de 2016 por la socio penal Neysha 

Figueroa en la cual se informa lo siguiente: 

El 13 de enero de 2016 se realiza entrevista inicial, en la 
cual solicitó que se continúe con el proceso de los pases e 
indicó que desea ser trasladado a una prisión en los 
Estados Unidos para completar su sentencia. Se le notificó 
que se estará verificando el proceso y determinando si 
cualifica para dicho traslado. En cuanto a los pases se le 
notificó que se estará verificando la evidencia que conste en 
el expediente social con relación a los pases para así 
comenzar con el proceso. 
 
El 1 de marzo de 2016 de le notifica en entrevista de 
seguimiento que debe redactar una carta solicitando el 
traslado para una prisión en los Estados Unidos, a lo que el 
MPC indicó que él había entregado una carta a la TTS que 
tenía ese entonces. En cuanto a los pases se le notificó que 
se estaría enviando a investigar a Greiza Hiraldo Rivera 
(hijastra), ya que es la persona que propone para salir de 
pases familiares y no consta evidencia de relación alguna, 
en el expediente no constaba la evidencia de la 
investigación. Se le notificó que consta una carta enviada a 
su alegada hijastra, en la cual se pregunta si esta lo acepta 
para la JLBP y para beneficiarse de Pases, pero dicha carta 
carece de información. 
 
El 10 de marzo de 2016 en entrevista se le notificó que la 
carta que mencionó en la entrevista anterior fue encontrada 
en el expediente, no obstante se le notificó que debe 
redactar dicha carta nuevamente para que este actualizada. 
 
El 24 de marzo de 2016 al revisar el expediente social nos 
percatamos de que se envió a investigar a Greiza Hiraldo 
Rivera, no obstante no se desprende evidencia de la 
investigación. 
 
El 29 de marzo de 2016 nos comunicamos con las oficinas 
del Negociado de Comunidad, con el propósito de solicitar la 
investigación de Greiza Hiraldo Rivera. Ese mismo día fue 
enviad[a] la investigación. 
 
Al analizar la investigación recibida en día 29-marzo-2016 la 
misma carece de información importante para que sea un 
recurso favorable para que se beneficie de Pases. Se estará 
enviando a investigar nuevamente a Greiza Hiraldo Rivera 
para enfatizar los puntos necesarios para que se pueda 
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determinar si es un recurso viable para el privilegio de 
Pases. 
 
De recibirse la investigación favorable, se le estará enviando 
la carta al familiar para ver la disponibilidad de aceptarlo en 
el hogar y será evaluado ante el Comité de Clasificación y 
Tratamiento. (Énfasis en original y subrayado nuestro.) 
 
El recurrente presentó Solicitud de Reconsideración el 22 de abril 

de 2016 ante el Coordinador de la División de Remedios Administrativos 

en la cual expuso y reclamó lo siguiente: 

No estoy conforme con la respuesta emitida por la socio 
penal porque no contesta nada sobre el referido para que 
antes del mes de agosto se me refiera para coger la 
evaluación de las 500 preguntas para actualizar el 
certificado del N.A. como lo exige la Junta de Libertad bajo 
Palabra, y para que se pueda enviar el informe de 
recomendación con el expediente que forma parte del Plan 
de salida exigido por la Junta en agosto [de] 2016. Para que 
se cumpla con la orden del Honorable Tribunal Federal, en 
Montero Torre v. El Estado Libre Asociado de P.R. me 
deben tener ya el expediente que forma parte de mi plan de 
salida, el cual se enviará en agosto [de] 2016 para la Junta, 
y como lo e[s]pecifican las evaluadoras del Programa del 
N.A. Si la trabajadora social no hace la solicitud meses 
antes para que s epoda hacer un espacio de urgencia en las 
listas de las que ya están esperando por dicha evaluación 
se puede pasar el tiempo exigido por la Junta para que se 
envíe el expediente con la certificación actualizada por falta 
de espacio para la evaluación. 
 
Por lo cual solicitó que esto se resuelva urgente. (Subrayado 
en original.) 
 
El 27 de mayo de 2016 se emitió la Respuesta de Reconsideración 

al Miembro de la Población Correccional en la cual la Coordinadora 

Ivelisse Milán Sepúlveda dispone como sigue: 

Se deniega la petición de reconsideración: Responsivo el  
área de servicio está cumpliendo con el proceso conforme la 
reglamentación aplicable. De otra parte la solicitud de 
reconsideración incluye nuevos reclamos que no fueron 
incluidos en la solicitud original, por cuanto no podemos 
tomar acción al respecto.   
 
Inconforme, el Sr. Díaz Irizarry presentó el 15 de junio de 2016 un 

escrito titulado Solicitud de Remedio Judicial y Revocación de Resolución 

Adm[inistrativa] que se acoge como recurso de revisión judicial de 

dictamen administrativo. El recurrente, aunque no hace señalamientos de 

error específicos, plantea que por motivo de la Querella sobre incidente 

disciplinario del 17 de septiembre de 2015 que fue archivada al revocarse 
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la sanción impuesta mediante determinación del 16 de diciembre de 

2015,2 su proceso sobre solicitud de pases o de traslado a institución 

correccional en Estados Unidos para terminar de cumplir con su sentencia 

o concesión de libertad bajo palabra se atrasó. Solicita que se revoque la 

resolución recurrida y que “procedan a comunicarse con el Sr. Rubén 

León, encargado de la Oficina del Negociado de Rehabilitación y 

Tratamiento para que explique la urgencia de que se [le] haga evaluación 

antes del mes de agosto de 2016.” 

II 

- A - 

El Reglamento para Atender las Solicitudes de Remedios 

Administrativos Radicadas por los Miembros de la Población 

Correccional, Núm. 8583 de 4 de mayo de 2015 (Reglamento 8583) fue 

promulgado conforme a las disposiciones contenidas en la Ley Núm. 170 

de 12 de agosto de 1988, según enmendada, mejor conocida como la Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme y el Plan de Reorganización 

Núm. 2 de 21 de noviembre de 2011, que establece las facultades del 

Departamento de Corrección.3 El Reglamento 8583 establece el 

procedimiento para atender las solicitudes de remedios presentadas por 

las personas recluidas en las instituciones correccionales de Puerto Rico.  

Según provee el aludido Reglamento, la División de Remedios 

Administrativos es un organismo que tiene jurisdicción para atender toda 

solicitud de remedio presentada por los miembros de la población 

correccional en cualquier institución o facilidad correccional donde extinga 

su sentencia y que esté relacionada directa o indirectamente con lo 

siguiente: 

a) Actos o incidentes que afecten personalmente al miembro 
de la población correccional en su bienestar físico, mental, 
en su seguridad personal o en su plan institucional. 
 

                                                 
2
 Apéndice del recurso, Anejo 2. 

3
 Además, el Reglamento 8583 fue promulgado conforme los acuerdos de transacción 

del caso Morales Feliciano v. Fortuño Burset, USDC-PR civil núm. 79-4 (PJB-LM) de 13 
de diciembre de 2012, y de acuerdo con el Prison Rape Elimination Act, 42 U.S.C. sec. 
15601, y ss. 



 
 
 
KLRA201600656 

 

5 

b) Cualquier incidente o reclamación comprendida bajo las 
disposiciones de este Reglamento. 
 
c) Cuando el superintendente impone la suspensión de 
privilegios sin [la] celebración de vista alguna, conforme a la 
reglamentación vigente sobre la “Suspensión de Privilegios 
por Razones de Seguridad”. 
 
d) Alegaciones de violencia sexual por parte de un miembro 
de la población correccional conforme "Prison Rape 
Elimination ACT" (PREA) (115.51a, d, 115.52-b1, b2, b3). 
Regla VI del Reglamento 8583. 

 
-B- 

 
La norma reiterada por el Tribunal Supremo es que las decisiones 

de las agencias administrativas merecen una amplia deferencia judicial 

por la “vasta experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos 

que por ley se les ha delegado” y “deben ser respetadas a menos que la 

parte recurrente establezca que hay evidencia en el expediente 

administrativo suficiente para demostrar que la agencia no actuó 

razonablemente.” JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 D.P.R. 

177, 186-187 (2009); Borschow Hosp. v. Jta. de Planificación, 177 D.P.R. 

545, 566 (2009). Véase: Otero v. Toyota, 163 D.P.R. 716, 727 (2005) 

seguido en Maldonado v. Junta de Planificación, 171 D.P.R. 46, 71 

(2007); Hatillo Cash & Carry v. A.R.Pe., 173 D.P.R. 934, 954 (2008); 

Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 D.P.R. 116 (2000). 

Es decir, “los tribunales no deben intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo si las mismas 

están sostenidas por evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo considerado en su totalidad’.” Otero v. Toyota, supra, págs. 

727-728. Al referirnos a la frase evidencia sustancial, se trata de “aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión”. Otero v. Toyota, supra, que cita 

a Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 131 (1998) y a Hilton Hotels v. 

Junta Salario Mínimo, 74 D.P.R. 670, 687 (1953). 
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Sin embargo, “[l]as conclusiones de derecho son revisables en 

todos sus aspectos por el tribunal” 4 porque “corresponde a los tribunales 

la tarea de interpretar las leyes y la Constitución.” Pueblo v. Méndez 

Rivera, 188 D.P.R. 148, 157 (2013), que cita a Olmo Nolasco v. Del Valle 

Torruella, 175 D.P.R. 464, 470 (2009). No obstante, “merece gran 

deferencia y respeto la interpretación razonable de un estatuto que hace 

el organismo que lo administra y del cual es responsable.” JP, Plaza 

Santa Isabel v. Cordero Badillo, supra, pág. 187. 

III 
 

 El Sr. Díaz Irizarry reclama en esencia que por el incidente de la 

Querella que fue archivada, su proceso sobre solicitud de pases o de 

traslado a una institución correccional en Estados Unidos, para terminar 

de cumplir con su sentencia, o la concesión de libertad bajo palabra se 

han demorado. Sin embargo, surge de los documentos presentados por el 

recurrente que se han hecho las gestiones para identificar un recurso 

familiar y cumplir otros requerimientos, las cuales estaban en el trámite de 

rigor y seguimiento  al presentarse el presente recurso, lo que demuestra 

que su solicitud se está atendiendo por las áreas concernidas en el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación.  

Resolvemos que la agencia en su respuesta no actuó de forma 

arbitraria o irrazonable, ni incurrió en abuso de discreción, por lo que con 

arreglo a las normas de derecho antes citadas, el dictamen recurrido 

merece nuestra deferencia. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la respuesta 

recurrida. 

Lo acordó y lo manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
4
 Olmo Nolasco v. Del Valle Torruella, 175 D.P.R. 464, 469-470 (2009).  


